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ala instrucción abreviada que son las diligencias previas. también
lo que es que las partes'tienen una participación·en la actividad
instructora y la Ley les confiere una posición a~tiva en orden a
aportar los medios tendentes a la inculpación o a la exculpación. En
toda instruccíó.D sumarial, y desde luego en las diligencias p,evias.
el Juez tiene unas facultades que no puede dejar de el'ereer; lo que
OCurre es que el Ministerio Fiscal )' las partes -en o que ahora
importa, las acusadoras- tienen la targa de instar lo procedente a
los efectos instructorios, yen su caso preparación de, la inculpación.

Tercero.-Si el, previo procedimiento penal no hubiera tenido
OtrO contenido que el dirigido ,8 depurar la genérica -y ambigua­
denuncia referida a,la actuación policial en la, operación a que se
alude en 105 antecedent,es, njnguna objeción podría hacerse desd'e
una valoración constitucional a las resoluciones recurridas. Ni a
esta actuación se extiende la legitimación del artículo 110 de la
LEer, que es la utilizada por las recurrentes, ni desde el ejercicio
de la acción popular, si ~ste hubiera sido el propósito de aquéllas,
podría denunciarse en los términos que se hace la vilación del
artículó 24, I de laCE. Por lo demás, el Juez de Instrucción realizó
en este punto las diligencias,.que' consideró suficientes (declaracio­
nes de las denunciantes e informe policial) y ninguna le fueron
propuestas por los acusadores -Ministerio Fiscal o partes-o ni las
Q.ue:pudieran entenderse aludidas en el recurso de reforma, han
sldo en momento alguno (tampoco en la reforma) propuestas
debidamente~ y, por lo demá.s, han recibido Ulla respuesta en la
resolución recurrida. Lo que ocurre es que una de las demandantes
-la señora Gutiérrez Frutos- en la declaración que prestó ante el
·Juez de Instrucción, y no en la denuncia ni en la personación en el
procedimiento. relató un hecho que en su estImación personal
podña constituir un delito contra la inviolabilidad del domicilio.
en cuanto, manifiesta la parte, "se ralizó una entrada en su domicilio
sin las preSCripciones que establecen los artículos 545 y 546 de la
LECr. Este es un planteamiento distinto del que resulta del
reproche, que los demandanteS hacen a la operación policÚJ,l -sin
apoyorezonable alguno. por lo demAs-.pues se contrae este
planteamineto a la protección penal de un derecho fundamental (el
de inviolabilidad de domicilio) que una de las demanda·ntes
considera que no ha, recibido la tutela jurisdiccional efectiva. A este
particular, vamos a referirnos ahora.

Cuarto.-Podrta decine que los derechos procesales del ofendido
(perjudicado en la dieci6n del articulo 110 de la. LECr), esto es, del

. que se"considera sujeto pasivo de un delito contra la inviolabilidad
del domicilio, quedaron satisfechos desde el momento en que se le
admitió como parte -y ninguna petición 6{l forma de práctica de
diligencias propias ha realizado en la abreviada instrucción que
dice el artículo 789 LEer, sin que, por otra parte, en la investiga­
ción ex.o.Dicio tenga otra partIcipación que la conferida por su
-posición de parte acusadora. Como perjudicado. tenía un derecho
a promover, o el, de participar en uc procedimiento abierto, y en
él instar la prnctica de diligencias, intervenir en cada uno de los
actos en que se manifiesta la acu~ci6n, etc.• y en cuanto ejercitan­
do la acaón penal, se mostró parte en la actuaciones, pasando de
la limitada posición de denunciante a la de parte aetora, ninguna
objeción es dable oponer desde este punto de vista. Sin embargo,
el caso no es aquí el deUDa instrucción que desde la posición
acusadora se- considere criticamente insuficiente; e1 caso es que
denunciándose unos 'hechos concretos,' pues este valor debe darse
a 10 que por primera vez se dice en la declaración de una de las
demandantes. de Que su domicilio ha sido violado y que no consta
se cumpliera lo que 'p,,"viene la LECr (arts. 545 y 546), sobre 'este
hecho no se ha realizado ninguna investigación y las autoridades
judiciales no aluden a él, pues ni se menciona en el Auto de archivo
ni en el de reforma, ni en el de apelación, de modo que respecto
del mismo (otra cosa es lo que en las resoluciones consideran
respecto al contenido de la denuncia inicial) no es que se acuse una
investigación insuficiente; es que no hay diligencia alguna. La LECr
(el art. 269 en cuanto a·la denuncia; el arto 313 en cuanto a la
querella) faculta al jUez para recházar la investigación cuando el
hecho no revistiere carácter de delito y, por el contrario, aquel.
aniculo. o el artículo 312 disponen que se abra 'la instrucción en
otro caso. y los preceptos que organizan el sumario ). la instrucción. . .

2594 Sola Segunda. Recurso de amparo número 314/1984.
Sentencia núm"o 111985. de /0 de enero.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente. y don Francisco
Rubio L1orente. don Luis Díez~Pjcazo y Ponce de León. don
Francisco Tomás y Valiente y don Francisco Pera Verdaguer,
Magistrados, ha pronunciado

.EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

abrevlada que 'son las llamadas «dili$encias previas~. atribuyen al
Juez, un deber ,procesal de instrUCCión. Respecto a la jndicada
denuncia de la entrada en eJ domicilio de una de las demandantes
de amparo. persona comparecida como parte en las diligencias,
nin~una diligencia aparece practicada,contraviniéndose con ello
las mdicadas reglas. La cuestión es si la infracción de las reglas de
la instrucción comportan una violación del ~derecho al proceso
debido, que pertenece no sólo a Jos inculpados, pues también los
perjudiCados. pqr el delito, ostentan este derecho constitucional.
Cierto que la perjudicada por el "'Supuesto delito, y no la otra
demandante de amparo, ostenta ese derecho; y cierto también que
la perjudicada no ha actuado 'diligentemente en las actuaciones
previas, pues, no ha coadyuvado a la instrucción proponiendo
diligencial o aportando, en $U .caso, pruebas, La falta de toda
instrucción priva a la perjudicada de una garantía procesal consti..
tucionalizada en el artículo 24.1, pues su derecho (el derecho a la
protección penal frente a una supuesta violación del domicilio) no
ha obtenido la tutela jurisdiccional, ya que ninguna instrucción se
ha realizado para depurar la verdad. ~y trascendeneia, ~n su caso­
acerca de la entrada en su domicilio qu~brantando lo que previenen
los preceptos antes citados de la LEer. Si la garantía procesal ~nal
comprende, en todo caso, el derecho a promover, y el de participar
en la causa, pero también el que el Juez de Instrucción realice la
investigación que el caso requiera, y esto cualquiera que sea el
delito público objeto de la lntrucción, la garantía adqui~re una
extremada relevancia c;uando se trata de la protección de los
derechos o libenadcs fundamentales. respecto de los cuales nada es
trivial o inimponante. S610 realizada la instrucción y-depurada la
verdad, y trascendencia penal <le los hechos, podrá decirse Que el
derecho que constit~ionaliza el artículo. 24.1 -como derecho
reaccional, .en el caso, al servicio' del derecho que procalama el
articulo 18.2- .queda satisfecho. .., .

FALLO

En ate~dón a .>todo lo expue;to, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE j..E CONFIERE LA CONSTlTU­
ClON DE LA NACION ESPANOLA,·

Ha decidido:

Primero,-Qtorgar parcialmente el amparo solicitado por doña
María Dolores Gutiérrez'<le Frutos.y, en su vi~ud:

A) Reconocer el derecho de la señora Gutiérrez de Frutos a la
tutela judicial efectiva, y, en consecuencia. a que su denuncia,
efectuada en laS: diligencias previas número 2.017/1983, del Juzga~
do de Instrucción número 4 de Madrid, de que su domicilio había
sido violado el 6 de abril de 1983, y en las que se mostró como
parte perjudicada. se investigue practicando las diligencias que el
Juez de Instrucció(l estime procedentes., hasta la resolUCión perti­
nente según lo dispuesto en el ,articulo 789. de la ley de Enjuicia..
miento Criminal.

B) Declarár que las resoluciones judiciales de 9 y 25 de mayo
de 1983, y las que confirman estas resoluciones en los recursos de
queja y apelación, no son ajustadas a derecho, y, por tanto nulas,
en cuantó dispusieron el archivo de las diligencias previas sin
investigar la concreta denunCia efectuada por la señora Gutiérrez
de Frutos'en su declaración del 7 deabñl de 1983 respecto a la"
entrada en su domicilio.

e) Restablecer el derecho de la recurrente a que se practique
la indicada instrucción.

Segundo.-Deneg3r el amparo solicitado por la señora Ortuño
Martínez y por la señora Gutiérr~z de Frutos, en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el 4<Botetin Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 9 de eneTO de 1985.-JerÓnimo Arozamena
Sierra,-Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez·Picazo,-Francisco
Tomás y Valiente.-Antonio Tr..uyol Serra.-Francisco Pera Verda­
guer.-Firmados }' rubricado~.,

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 314/J984, interpuesto por el

Procurador de los Tribunales don Jesús Alfaro Matos, asistido del
Abogado don Jaime Sartorius Beimúaez de Castro, en nombre 'y
representación de doña María Victoria Bermúdez de Castro Sán~
chez de Toca, don Alonso Coel1o de Portugal Mendero. don Jaime,
doña María Victoria, doña Cannen, doña Maria Lourdes y.doña
lsabel Elena Sartorius Bermúdez de Castro, contra las Sentencias de
4 de noviembre de 1981 de la Sala Quinta del Tribunal Supremo
y la que hubiere dietado la Sala de 10 Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Territorial de Madrid en la· misma redamación, asi
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como contra el Decreto.de 22 de marLQ de 1984 de la üerencia
Municipal de Urbanismo de Madrid. _ - _ _- ~

Han sido parte, como demandados. hr Administración General,
reP=entada Ydefendida por el Abogado del Estado, y el Procura· .
dar don Juan Corujo López-Vitlamil en representación -de don
Gumersindo Jiménez darcia, bajo la dirección del Abogado don'
Rafael Alcalá Mar:qués, Ha intervenido el Ministeri9 Fiscal. Ha
sido ponente el Magistrado don Luis Diez-Picaza y Ponee de León,
quien expresa el parecer 'de la Sala.

1. ANTECEDENTES

Primero.-Al término de un expediente de edificación forzosa de
un inmueble propiedad de los referidos demandantes de ampa"?
sito en Madrid. avenida' Chirlad de Barcelona, núm. 43 (37 antl­
guo), el Jurado Provincial de Expropiación de Madri'd fijó la
cantidad que en concepto de indemnización deberían aquéllos
abonar a don Gumersindo Jiménez García, arrendatario de un
local de ·negocio dedicado a almacén de lanas y ubicado en dicho
inmueble, como compensación por los perjuicios derivados del
desalojo fotzoso del mismo (2.IOO.OOQ pesetas). Aunque el arrenda·
tario interpuso recuNo de reposición contra acuerdo del Jurado de
1978. éste lo desestimó cad fecha 7 de febrero de 1979; por lo que
el 20 de octubre del mismo año los ahora demandantes abonaron
la citada cantidad al arrendatario. previo desalojo por 'éste del local
arrendado. .

Los demadantes de amparo exponen que a partir de ese
momento no volvieron a tener noticia alguna del asunto hasta que
el- día 5 de' abril de 1984 recibieron un escrito de la Gerencia
Municipal' de Urbanismo del Ayuntamiento de Madrid en el que
se les comunicaba que la Sala Q~inta del Tribunal Supremo había
dietado Sentencia en 4 de nOViembre de 198 J aumentando a la
suma de 2,675.646 pesetas la indemnización a abonar al arrendata";
rio del local de negocio a que antes se ha hecho referencia por parte
de .los propietarios del inmueble .

Por escrito presentado en este Tribunal el 2 de mayo de 1984,
la señora Bermudez de Castro y los otros seis demandantes
indicados en el" encabezamiento de esta Sentencia interpusieron
recurso de amparo contra las mencionadas Sentencias y el oficio
aludido de la Gerencia Municipal de Urbanismo, En su demanda
solicitan de este Tribunal que anule las- resoluciones impugnadas y
ordene que se retrotraigan las actuaciones. procesales al momento
lnmediatoposterior al de interposición del recurso contencioso­
administrativo, 3 fin de que aquéllos sean emplazados personal­
mente y conforme a derecho para que pu:edan defender sus
legitimas intereses: '.

Los recurrentes., tras exponer que no han Sido emplazados en ~l
referido proceso contencioso-administrativo, pese a que su domiCI­
lio estaba plenamente aCreditado en el expediente administrativo,
e'ntienden que las resoluciones recurridas hah infringido el arto 24
de la Constitución, en la medida en qJe, sin haber podido litigar
en defensa de sus intereses,. debido a la omisión del referido
emplazamiento. han sido conden:;tdos a abonar una cantidad
superior en 575,646 pesetas a la que pagaron en su día al
arrendatario desalojado del inmueble de su propiedad. A tal efecto
invocan la doctrina de este Tribunal relativa al emplazamiento
personal y directo de los interesados en el procedimiento canten·
cioso-administrativo cuando se den las circunstancias de identifica-,
ción de los mismoS", circunstancias que entiende~ concurrían en su
caso,

Segundo,-Por providencia de 13 de junio de 1984 se admitió a
trámite el recurso, recabándose las actuaciones de la Audiencia
Territorial y del Tribunal Supremo; recibidas las cuales y persona­
dos los demandados, Abogado del Estado y don Gumersindo­
Jiménez García, por providencia de 26 de septiembre se pusier~n

de manifiesto las referidas actuaciones a las partes y al Ministeno
Fiscal por plazo de veinte días para que formulasen sus alegaciones
escritas conforme al arto 52.1 de la Ley Orgánicade este Tribunal.

. En este tramite la representación de los recurrentes ha formula­
do una alegacfón unica, reiterando. sustancialmente la fundamenta..
ción de fa demanda de amparo. .

Tercero.-En el mismo tramite el- Abogado del Estado hace
referencia a la reiterada doctrina de este Tribunal relativa al art, 64
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrati­
va, articulando los requisitos que dicha jurisprudencia contiene
para la prosperabilidad del amparo' por este motivo: l.0, que el
solicitante de amparo sea titular. de derechos o intereses legítimos
derivados o afectados por el acto impugnado en via contencioso-­
administrativa; siendo éstos los que como demandados o coadyu·
vantes pueden comparecer en el proceso (arts. 29.1.b y ~O.l de la
indicada Ley de la Jurisdicción Contencioso--Administratlva). En el
presente caso el Abogado de! Estado constata .que los recurrent~s
ostentaban un derecho denvado del acto Impugnado en vla
contencioso':administrativa. 2.°, que el solicitante de amparo sea
susceptible de identificación, lo que también sucede en- este caso,
3.°, no consta que los ahora fecurrentes tuvieran un conocimiento

suficiente y fehaciente del proceso cQntencioso de referencia
(Sentencia del Tribunal Constitu<;ional núm. 102/1983, de 18 de
noviembre). , .' .' "',
. ,En conclusión~ manifie-sta que no se opone a la 'estimación del
amparo, Sin perjuicio de ello, entiende que una 4ecisión estimato­
ria deTmismo no es incorppatible con lo prevenida en el an., 12'].2,
de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciow.Administrati..:
va, debiendo así declararlo este Tribunal. .

. Cuarto.-La representación del codemandado, expone en su
éscrito de alegaciones que los demandantes tuvieron conocimiento
y se dieron por notiticados de la existencia deJ,recurso contencioso·
administrativo referido, no sólo pOr la publicación en el4<Boletin
Oficial del Estado»r sino también en razón a que los hoy recurren,..
tes, con sus propios actos, ponen en evidencia y, acreditan que,en
7 de ma~o de 1979, según acta notarial."de manifestaciones,
formalizada en dicha fecha por el Notario de Madrid don Manuel
Ramos Armero, núm. 2,994 de su protocolo de 1979, que acampa·
ña por copia simple a este escrito <,te oposición al recurso de
amparo -reconoCida su existencia por la contraparte en el docu­
mento núm, 6 que' acompaña a su recurso (y que maliciosamente.
dice la representación del codemandadQ.. no presenta y silencia""
tenía conocimiento de la 'existencia del recurso pendiente aL hacer
constar, en.la parte expositiva de dicha escritura publica, literal­
mente lo siguiente: :«Que siendo el interés de ambas partes, el
cumplimiento de la resolución dictada por el Jurado Provincial de
Expropiación y sin .perjuicio de la mayor .cantidad que pudieran
fijar los Tribunales, de mutuo acuerdo y voluntariamente tienen
convenido...», y la estipulaeión primera de dicho convenio dice•.
literalmente, así: «El pago de la indemnizaci(m poi perjuicios de
toda clase :3cordada por el Jurado Provincial' de E~propiación, de.
dos millones cien mil pesetas, se hará efectiva por los propietarios
de la finca. doña María Victoria Bennúdez de Castro y don Alvaro
y don Alonso CoeIlo de Portugal. al titular del local destinado a
almacén de lanas antes del' día 30 de septiembre del presente año
de 1979. sin perjuicio de los intereses legales que le co~spondal\

con arreglo al arto 56 de la Ley de Expropiación forzosa" que se'·
abonarán en el momento en que se resuelvan los rcxursos pendien"!
tes» y, asimismo, al final de la ~stipulación se lee: «,.. y sin perjuicio
del justiprecio definitivo que pudieran fijar los Tribunales».

En consecuencia -sigue. exponiendo el codemandado-. si en 14
de marzo de.. 1979 aparece acreditado. ya en las actuaciones
contencioso-administrativas. ante la Sala Tercera de 10 Contencicr
so-Administrativo de la Audiencia Territorial de Madrid, la -exis­
tencia de recurso contencioso--adininistrativo ~e que denuncia la
contraparte un defecto concurrente en la notificación del emplaza­
miento-, y en 7 de mayo de 1979 -fecha de la citada escritura
publica de acta de manifestaciones- la ~ontraparte reconoce expre­
sa. fehaCiente y explicitamente el conocimiento de la existencia. del·
recurso contencioso-administrativo pendiente, cuya nulidad de
actuaciones. hoy pretende, dándose por notificada y. enterada. ya
que por propia manifestac;ión expresa de los hoy recurrentes éstos
se dan por enterados y admiten que existe el recurio pendiente ante
los Tnbunales; no existe. por tanto, indefensión. ,

La representación del condemandado expone que nada tieoe
que objetar a la doctrina de -este Tribunal invocada por los­
recurrentes'; sólo que la misma no es aplicable al presente caso. La
jurisprudencia de este Tribunal se dirige a la realización de una
tutela jurisdiccional efectiva, excluyendo la presunción de conoci·
miento de las notificaciones del arto 64 de la ley de la Jurisdicción
de lo Contencioso--Administrativo. per() no puede tutelar ni tutela
situaciones como la que hoy nos ocupa, en que hay conocimiento.
fehaciente, por parte de los recurrentes. de la existencia del recurso
pendiente ante los. Tribunales.

Lo que persigue el arto 24 de la Constitución es destruir la
ritualización del arto 64 de la Ley Jurisdiccional .contencioso­
Administrativa -presunción de conocimiento por el anuncio en el
«Boletin Oficial del Estado» de la existencia de un recurso-, por la
tutela efectiva, pero no pretende la .notificación personal; prescin·
diendo del conocimiento fehaciente de la existencia del recurso,
expresamente mani(estado por los hoy recurrentes en la escritura .
pública de aeta de manifestaciones acompañadas al escrito de J

alegaciones. .' •
El párrafo tercero del arto 79 de la Ley de Procedimiento

Administrativo establece sustancialmente la convalidación de la
notificación hecha prescindiendo de la observancia de sus requisi­
tos, cuando el interesado, con sus actos, pone de manifiesto Que, nQ
obstante el defecto concurrente en la notificación, se. da por
notificado, cuestión meramente de facto Que no tiene nada que ver
con el acierto o desacierto en el mediO' que se utilke para' combatir
el acto defectuosamente notificado. ,t

Estimar el presente recurso de amparo sería tanto como volver
a ritualizar la notificación personal, prescindiendo de la tutela
efectiva, que implica el conocimiento de la existencia del recurso
r' fondo del mismo. Aquí -conc1uye el codemandado- no hay
mdefensión, la parte recurrente pudo ~efenderse y" en consecuen-

•
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---aa, no merece el amparo'que solicita. y sí ser-condenada en costas
por sus manifiestas temendad.y mala fe procesales. .

Quinto.-En el mismo trámite del arto '50 de la Ley Orgánica de
este, Tribunal, el Ministerio Fiscal manifiesta en S\J escrito(1e

,alegaciones Que, habiendo quedado ~acreditado que los actores "no
fueron emplazados directamente en el proceso -instado ante la
Audiencia, en el Que se impugn'!ba el acuerdo del Jurado Provincial
dc.Expropiación.referente a un edificio de su propiedad, sino que
se efectuó la publicación de la interposición del recurso en el
«Boletín Oficiab) de la provincia conforme a lo establecido en el
arto 60 de la Ley Reguladora de' la Jurisdicción Contencioso­
Administrativa, cuando estaban identificados y tenían la considera:'
ción de partes demandadas conforme al arto 29.l.b) de esta Ley,
pues 'su derecho se veía, afectado por el acto impugnado. procede
otorgar el amparo por haberse violado el derecho a la tutela judicial
declarado en la Constitución; según es doctrina re~tida de este
Tribunal desde la Sentencia 9/1981 hasta la más recIente 19/1984
y otras muchas intermedias, según la cual el emplazamiento edictal
que disponen los arts. 60y 64 UCA no es forma ápta para
desarrollar el principio de contradicción propio de una contienda
judicial. ." ": :" "

Sexto.-:Por otrosí "de la demanda de amparo se pidió la
"Supresión de la ejecució,n d,e las resoluciones impugnadas, formu­
lándose la correspondiente pieza separada y sustanciándose el
incidente, en que ÜJeron oidas las partes y resolviéndose por Auto
de 31 de octubre de )984 acceder a la suspensión, si bien
condiCionada a la constitución de garantía suficiente para cubrir la
suma de 863.469 pesetas, sin CJ\le tal garantía se haya conSlituido
al dictarse la presente SentencIa.-

Séptimo.-Por providencia de 19 de diéiembre de 1984 se
señaló para deliberación y votación del recurso el día 9 ;.-de enero
de1985..'.

11. " FUNDAMENTOS JURID1CQS'

Primero.-EsteTribunal ha estableCido una clara doctrina res­
pecto a la nec(:sidad de 'emplazamiento personal'de los legitimados
como demandados o como coadyuvantes en un 'proceso contencio~

so--administrativo y~ a la consiguiente insuficiencia del anuncio de
la interposición del recurso en el «Boletín Oficial del'Estado» a
tales efectos, por considerar que del arto '24.1 de la Constitución se
deriva esa interpretaci6n como necesaria para impedir la indefen­
sión. El Tribunal ha querido asi que el Simple cumplimiento del
arto 64.1 de la Ley reguladora de· la Jurisdicción Contencioso
Administrativa y la presunción de conocimiento que de él podría
derivarse cedan ante una .exigencia constitucional: la de no padecer
la indefensión que puede surgir por el desconocimiento del recurso,
pese al citado anuncio. Ahora bien, hemos dicho también íSenten·
cia de l2 de diciembre de 1983 en n-curso de amparo 337/1983 y
Auto de 26 de julio"~e~.l984, as¡·como la m~y reciente, )"casi

"

idéntica a ia actual, Sentencia de esta Sala de 7 de diciembre de
1984 en recurso de amparo 846/1983) que. cuando eXISte plena
certe~a de que los afectados por el acto administrativ.o ity1pug~a~o
tuvieron conocimiento oportuno del proceso contenclOso·a~mlnls.­
trativo de modo tal que hubieran podIdo comparecer y ser Cldos en
él, la pretensión de _mparo por falta de emplazamien.to_pe~nalno

"puede prosperar, puesto qUe en tales Casos no ha eXistido Indefen-
sión alguna. ~" .

Segundo.-Dé los hechos recogidos en 'el antecedente cuarto de
esta Sentencia, aportados a este proceso por una parte, '1 no
contradichos por nadie, hechos reflejados en documento autonzado
por Notario,-· se desprende sjn gé~erode ,dudas que l~s ahora
recurrentes conocieron en momento oportuno la eXlstenC18 de un
proceso contencioso-administrativo en eJ qu:e pudie~<?n ser partt:. y
respecto al.cual dicen ahora"babor padecldo md.efenslon, pu~s en la
fecha de la 'escritura (7 de mayo de 1979) no ,$010 se somet!eron al
justiprecio definitivo «Que I?udicra .fIja: .tos ~ribunales». SInO que
s.e obligaron a pagar la. mdemmzaclon fiJa~a por. el J~~~o
Provincial de Expropiación el) una fer:hadetermlnada SIn peJ)UIClO
de los intereses legales ..., que. se abonarán en el momento en que
se resuelvan los recursos pendientes». Es claro que a 7 d~ ':fiayo. de '
1979 era ya un «recurso pendiente» el contencloso-admmlstrauvo
cuya existenciá aparece acreditadá a 14 de marzo de 1979. De todo
ello y del silenCIO de los -recurren~eS. en amparo, que nada alegan
en contrario, es lógico inferir el c0!1~imien.to del rec"ursq",respecto
al cual pideu. amparo por in~efenslón; La Simple aphcaclon a esta
premisa fáctica del razonamiento ge!leral anfes expuesto 1?~uce
como con~lusi'pn forzosa:la dt:nega_Cló~ del ,amparo por·.evlden~e
inexistencIa de la denunCIada md!fenSIón. .

En. atención a' iodo' lo -expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE ~ CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NAC10N ESPANOLA'

'. ' Ha decidido:

Denegarel ampar~ solicitado por 'doña Maria Victoria Berm6­
dez de Castro Sánchez de Tocal don Alonso Coello de Portugal
Mendaro don Jaime doña Mana Victoria. doña Cannen.doña
María LOurdes y doñ~ Isabel Elena Sa~orius Ber~úd~z de Castro.
sin ·que. en consecuencia,. sea· necesano pronunc13J1uento -alguno
sobre, la suspensión solicitada: "

Í'ubliqueSe esta' Sen\encia en el «Boletln Olicial del Estado~..
, -" . " ' .. , . " , ~:

. . .
Dada en Madrid a diez de eneró de mil novecientos ochenü\'y

cinco.-Jerónimo cArozamena" Sierra(-Francisco Rubio. L1orcn­
te.-Luis Díez-Picazo.-Francisco Tomás y Valiente.-FranclS;Co Pera
Verdaguer.-Firmados y rubricados. f,

,_" "

2595 Sala Se~nda. Recurso de amparo número 315/1984.
. SentenCIa núme~o J/1985, de II de enero.' '.

. La' Sala Segunda del Tribunal Constitucional, eompuesta por
don Jer6nimo Arozamena "Sien:a, Presidente, y don .Francisco
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picaza)· Ponce de, L:eón, don
Francisco 'Tomás lIj Valiente y <ion Francisco Pera lIerctaguer.
Magjstrados, ha pronunciado

" ' .,. i.' "

EN NOMBRE DEL REY

la siguient~

SENTJ;NC1A

. 'En el recurso de amparo' núm. 315j1984. interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Jesús Alfara Matos, asistido del
Abogado don Jaime Sartorius, Bermúdez de Castro, en nombre y
representación de doña Maria Victoria" Bennúdez de Castro ~n:­
chez de Toca, don Aloñso Coello de P.ortugal Mendaro, don Jalm.e,
doña María Victoria, doña Carmen, doña María Lourdes y dona
Isabel Elena Sartorius Bermúdez de Castro, contra las Sentencias de
18 de febrero de 1983 de la Sala Quinta del Tribunal Supremo y la
que hubiere dict.ado.la Sala de lo.Contencios~·Administratiy? de l~
Audiencia Temtonal de .Madnd .en la mIsma reclamaclOn, aSI
como contra el Decreto de 22 de marzo de" 1984 de la Gerencia
Municipal de Urbanismo de Madrid. ':,. :'.,

Han sido parte como demandados, la AdmlDlstraclOn General,
representada y defendida 'por el Abof,lldo del Estado, y el Proc.ura­
dor don Juan toruj(~)'L6pez-ViUam¡J,en representación de dofia
Mariá y don Pablo Martinez Biosca. bajo la dirección. del Abo~ado
don 'Rafael Alcalá" Marqué's.: Ha intervenido el MIDlsteno Fiscal.
Ha sido ponente el Magistrado don ·Francisco Tomás y"Valient~,
quien expresa <!l' parecer de la Sala.

.1. ANTEq:DENTES

-Prlment-Al término de un expediente de edificación forzosa de
un inmueblepr6j)iedad de los referidos demandantes de amparo
sito en Madrid,' avenida 'Ciudad de Barcelona, núm. 43 (37
antiguo), el. Jurado Provincial de Expropiación de Madrid. por
resolución de 3 de, noviembre de 1978,. fijó la cantidad Que en
concepto de indem"nización debían aquéllos abonar .a doña Maria
y don Pablo Martinez Diosca, arrendatarios de un tocal de negocio
dedicado a fábrica y despacho de pan. ubicado t?n dicho inmueble,
como compensación por los perjuicios derivados del desalojo
forzoso del mismo (9.030.000 pesetas). Aunque los arrendatarios
interpusieron recurso de reposición contra el acuerdo del Jurado,
éste lo desestimó con fecha '7 de febrero de 1979, por lo 'que el 29.
de septiembre del mismo ano los ahora demandantes abon'aron 1a ­
citada cantidad a los arrendatarios.' previo desalojo por éstos. del
local arrendado. .

Lo"s demandantes de ,--amparo exponen -que, a partir de ese
momento, 'no volvieron a tenet nQticia algun"a de asunto hasta que
el dia 5 dé abril' de 1984 i'ecíbieron "UD escrito de la Gerencia
Municipal de Urbanismo del Ayuntamiehto de Madrid, -en el que
se les comunicaba que la Sala Quinta del Tribubnal Supremo había
dictado.sentencia en 18 de febrero de 1'983, aumentando a la suma
de 10.801.875 pesetas la indelr!nización a abonar a los arrendata­
rios del local de negocio" a que antes se, ha hecho referencia por
parte de 195 propietarios del inmueble.:' ""

Por escrito presentado en este Tribunal e1 2 de mayo .de 1984,
la señora Berritúd~ de Castro y: los otros" seis demandantes
indicados' en el "encabezamiento de esta Sentencia interpusieron
recurso de amparo 'contra las mencionadas Sentenciás'y el oficio
aludido de la Gerencia Municipal de Urbanismo. En su demanda
solicitan de este Tribunalque anule las resolu~i"onesimfugnadas_y
ordene que se retrotraigan las actuaciones·procesales a momento


